
1. Introducción

En las tres últimas décadas, los distintos países, a ritmos dife-
rentes, han sido testigos de largos procesos de profundas refor-
mas estructurales de sus organizaciones políticas que se han tra-
ducido en una nueva concepción del funcionamiento de las
instituciones, del ordenamiento jurídico, de la financiación y de
las relaciones entre las distintas administraciones públicas. En
los últimos años, le ha correspondido a la Administración adap-
tarse a ese nuevo modelo de Estado, un modelo que demanda
calidad y eficacia, cuya actuación viene justificada por el nivel de
satisfacción de las necesidades ciudadanas.

Todas estas conversiones han supuesto una mayor interven-
ción pública en la economía y en la sociedad, considerada por al-
gunos como excesiva pero, en cualquier caso, que ha dado lugar
a una creciente preocupación por el funcionamiento de las enti-
dades públicas, proclamando la necesidad de reformarlas, racio-
nalizarlas y modernizarlas, así como haciendo énfasis en la nece-
sidad de controlar la actuación de los poderes públicos y de
determinar los resultados de sus acciones. Como destaca BA-
LLART (1996), la evaluación de las intervenciones y decisiones
públicas, de las políticas públicas en definitiva, se justifica, así,
por la presión que experimentan las organizaciones públicas por
determinar en qué medida sus actuaciones producen una mejora
en el bienestar individual o social, cómo se produce esta mejora
y cómo se podría conseguir de una forma más efectiva.

Es, precisamente, en este contexto que se enmarca el presen-
te trabajo. Si bien son muchos los países en los que la evaluación
de programas y políticas públicas es ya una práctica instituciona-

lizada, y a pesar de los avances experimentados durante la década
de los noventa, todavía no se ha alcanzado un amplio consenso
en torno a una metodología de evaluación adecuada. Es por ello
que, como consecuencia de investigaciones empíricas llevadas a
cabo, en el texto que se presenta, pretendemos establecer un mé-
todo de sistematización de la evaluación de programas y políticas
públicas que enriquezca el debate sobre las formas de llevar a
cabo una acción de estas características e implicaciones.

Para ello, hemos dividido nuestra exposición en los siguien-
tes apartados: 1) el concepto de evaluación, 2) los objetivos de la
evaluación, 3) los actores de la evaluación, 4) perspectivas y mo-
delos en evaluación y 5) tipos de evaluación. 

2. El concepto de evaluación

A grandes rasgos, debemos empezar haciendo referencia a la
evaluación como la cuarta fase1 del ciclo de análisis de políticas pú-
blicas; es decir, del proceso que abarca desde la elaboración de la
respuesta a la situación problemática hasta la evaluación de los
efectos previstos y no previstos por la política específica. Durante
dicha etapa los resultados de la acción gubernamental son valora-
dos. Como para BALLART (1992), para nosotros, la evaluación se
caracteriza por la utilización de los métodos de investigación de las
ciencias sociales con el objetivo de determinar los efectos reales de
una política pública una vez que ésta haya sido implantada.

La evaluación cierra el ciclo del análisis de políticas públicas
pero, al mismo tiempo, constituye la primera fase de este proceso
(GEVA-MAY y PAL, 1999; TAMAYO, 1997) debido a que los resul-
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tados que se obtienen sirven de base para modificar la política
pública estudiada o, incluso, diseñar una nueva política pública
más adecuada. Así, la evaluación controlaría el grado en que se al-
canzan los objetivos perseguidos con la política pública, para de-
tectar la existencia de desviaciones y ayudar a corregirlas.

A pesar de que el término evaluación es frecuentemente uti-
lizado en cualquier ámbito, resulta difícil encontrar una defini-
ción precisa del mismo, debido a su gran elasticidad, sus diferen-
tes usos y sus diversas aplicaciones a una gama de actividades
humanas (AGUILAR y ANDER-EGG, 1992).

Si acudimos al Diccionario de María MOLINER (1987) para bus-
car el significado etimológico del término evaluar, encontramos que
dicho vocablo proviene del francés évaluer y del latín valere; es decir,
evaluar supone señalar el valor de una cosa. De este modo, la evalua-
ción, en su acepción más amplia, puede ser considerada como un
proceso orientado a emitir un juicio de valor. AGUILAR y ANDER-
EGG (1992) afirman que «se trata, pues, de un juicio en el que se hace
una valoración o estimación de «algo» (objeto, situación o proceso), de
acuerdo a determinados criterios de valor con que se emite dicho juicio».
Asímismo, las palabras de SCRIVEN (1991), «la evaluación es el proce-
so de determinar los méritos, valía e importancia de las cosas», captan,
también, el significado básico de este concepto.

Utilizar, sin embargo, la noción de evaluación en el contexto
de las políticas públicas requiere una aproximación más rigurosa
a su significado. Por esta razón, de entre las definiciones de algu-
nos de los autores más influyentes en la materia, hemos seleccio-
nado la aportación de ANDER-EGG (1992) por ser uno de los es-
pecialistas más reconocidos a nivel mundial. ANDER-EGG, junto
con Mª José AGUILAR, después de analizar una exhaustiva lista
de definiciones del concepto de evaluación, propone una nueva
aproximación al término del que resaltamos los siguientes aspec-
tos: 1) la evaluación no es un conocer para actuar sino para me-
jorar las formas de actuar, 2) la pertinencia de la información
que se recoge viene dada por su relevancia; es decir, por la rela-
ción que guarda con las decisiones a las que pretende servir la
evaluación; por ello, se afirma que la evaluación no es un fin en
sí mismo, sino un instrumento al servicio de unos objetivos rela-
cionados con elementos de una intervención social, 3) aunque la
mayoría de la veces se identifica la evaluación con una acción
a posteriori, para los autores que nos ocupan, ésta también puede
realizarse tanto en el diagnóstico, como en la fase de programa-
ción y ejecución y 4) al señalar que el objetivo es «producir efectos
y resultados concretos», AGUILAR y ANDER-EGG centran la evalua-
ción en los objetivos de la política o programa pero, asimismo,
en las necesidades de los usuarios o beneficiarios.

En definitiva, esta definición holística se apoya en las aporta-
ciones de diferentes autores, recogiendo los principales rasgos ca-
racterísticos de la evaluación como proceso sistemático de valo-
ración o enjuiciamiento.

3. Los objetivos de la
evaluación

La evaluación de una política o programa puede abarcar un
conjunto de cuestiones diversas en función de las razones por las
que se decida llevar a cabo (BALLART, 1992). Aunque es muy di-
fícil recoger aquí todas las funciones que los diferentes autores
han atribuido a la evaluación, en términos generales, podemos
distinguir dos niveles de objetivos:

1) Los propósitos abiertos: La evaluación puede tener tres im-
portantes objetivos abiertos o sustantivos (VEDUNG,
1996): la responsabilidad, la mejora de programas y la
promoción de conocimientos básicos.
Las motivaciones clave de la evaluación diseñada para va-
lorar la responsabilidad son las de averiguar si los agentes
han ejercido sus poderes delegados y desempeñado sus ta-
reas de manera adecuada y, por tanto, permitir a los direc-
tivos juzgar la labor de sus subordinados. De este modo,
se podrán elaborar juicios de información evaluativos para
adoptar decisiones sobre la continuación, ampliación, re-
ducción y finalización del programa en cuestión.
Cuando el propósito radica en la mejora, la evaluación
aspira a orientar un desarrollo y un perfeccionamiento
del programa para que resulte más dinámico, efectivo,
eficiente, orientado al servicio y adaptado a las preocupa-
ciones y necesidades del cliente. La perspectiva de mejora
del programa concibe la evaluación como un proceso ite-
rativo en el que los resultados de la evaluación se vuelven
a introducir en la planificación, gestión y aplicación del
programa, haciéndolo con la rapidez suficiente como
para permitir la modificación y mejora de los programas
operativos en curso. Este objetivo fija la prioridad en la
velocidad, flexibilidad y relevancia de la evaluación (VE-
DUNG, 1996). Se desprende de lo expuesto que el máxi-
mo interés por este segundo tipo de finalidad lo tiene el
personal responsable o estrechamente relacionado con la
intervención.
A otro nivel, se encuentra el tercer propósito sustantivo:
el conocimiento básico. Basadas en una dimensión con-
ceptual, las investigaciones básicas persiguen incrementar
la comprensión general de la realidad, influyendo en el
pensamiento sobre las diversas cuestiones de una manera
más general y a largo plazo (CABRERA, 1998). Así, por
ejemplo, la evaluación que tiene como objetivo el cono-
cimiento pone a prueba teorías universales sobre la forma
en que operan las entidades públicas, las estrategias para
suministrar servicios de primera línea o el funcionamien-
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to de determinadas modalidades de intervención. Busca,
en definitiva, el conocimiento por el conocimiento en sí.

2) Los propósitos encubiertos: aquellas evaluaciones que se
realizan para obtener, mantener o incrementar una esfera
de influencia, poder o dinero están guiadas por objetivos
encubiertos o estratégicos (VEDUNG, 1996; AGUILAR y
ANDER-EGG, 1992). La existencia de motivaciones ocul-
tas da lugar a la distorsión, falsificación o utilización se-
lectiva de la evaluación, lo que permite provocar un pun-
to de vista determinado, positivo o negativo, sobre un
programa, independientemente de la valoración objetiva
que de él se haga. Desde este punto de vista, las evalua-
ciones tienen un carácter más político (SUBIRATS, 1995;
BALLART, 1992).
Algunas de las razones que, tradicionalmente, han justifi-
cado una evaluación con objetivos encubiertos son las si-
guientes (WEISS, 1998; VEDUNG, 1996; BALLART, 1992;
AGUILAR y ANDER-EGG, 1992):
• Relaciones públicas: implica llevar a cabo un estudio

para crear una imagen positiva de una institución, un
conjunto de actores políticos o un programa. De este
modo, se busca la información que puede ser de ayuda
para asegurar el apoyo público y extraer de él la imagen
que se desea. 

• Aplazamiento: la evaluación puede ser utilizada como
un medio para posponer una decisión y, por tanto,
como un elemento tranquilizador. Ello ocurre, nor-
malmente, cuando el programa está siendo objeto de
debate o ataques directos.

• Adulación: supone un intento de justificar un progra-
ma débil de dos maneras: 1) eligiendo deliberadamen-
te para la evaluación sólo los aspectos que, ya de ante-
mano, parecen tener éxito (eyewash) o 2) cubriendo los
defectos de un programa al evitar una valoración obje-
tiva (whitewash).

• Dejación de responsabilidades: en los casos en los que
una facción en la organización de un programa apoya
una determinada línea de acción, mientras que otra
facción se opone a ella, se puede encargar una evalua-
ción que proporcione datos evidentes que permitan a
los partidos rivales tomar una u otra decisión.

En cualquier caso, resulta imposible desligar los objetivos
estratégicos de la política y la Administración Pública. Es
más, la combinación de propósitos, abiertos y encubier-
tos, aumenta la fascinación por la evaluación. BALLART

(1992) y VEDUNG (1996), por ejemplo, defienden la
existencia de estos últimos y sugieren que los evaluadores
deberían tenerlos más en cuenta para que su trabajo no
se viera afectado por determinadas luchas de poder.

4. Los actores de la evaluación

Conocer a los actores de una evaluación (es decir, a los dife-
rentes colectivos a los que, de una manera u otra, afecta la inter-
vención y, potencialmente, las conclusiones de la investigación
evaluativa) es importante por dos razones. En primer lugar, por-
que cada uno de esos grupos tiene intereses diferentes, y a veces
contrapuestos, en el programa y, consecuentemente, el tipo de
información que quiere obtener de la evaluación difiere del res-
to. En segundo lugar, porque ellos serán los usuarios eventuales
de los resultados obtenidos y, aunque una misma evaluación di-
fícilmente puede proporcionar información de inmediata utili-
dad para todos los actores, dada la diversidad de sus preocupa-
ciones, el evaluador debe dejar claramente establecido el punto
(o puntos) de vista desde el (los) cual (cuales) diseñará y llevará a
cabo su investigación, reconociendo la existencia de otras pers-
pectivas.

El cuadro 1 presenta una lista de los intereses-tipo presentes,
normalmente, en cualquier proceso de evaluación (VEDUNG,
1996; ROSSI y FREEMAN, 1993; SUBIRATS, 1995).

A la vista de diversos grupos e individuos y, por tanto, de
múltiples intereses, debemos hacer referencia a dos importantes
aspectos. Primero, los evaluadores deben aceptar el hecho de que
sus esfuerzos son sólo un recurso más en el complejo mosaico en
el que se toman decisiones y ejecutan acciones. Segundo, los
conflictos de intereses entre actores dan lugar a una serie de ten-
siones entre las que los autores destacan: 1) la inseguridad del
evaluador al escoger la perspectiva desde la que diseñar una eva-
luación, 2) las reacciones negativas de los patrocinadores de las
evaluaciones si los resultados de éstas no son positivos y 3) los
malosentendidos a los que pueden dar lugar las dificultades de
comunicación con los diferentes actores (ROSSI y FREEMAN,
1993).

Si el evaluador es capaz de anticipar y planificar estas cuestio-
nes, logrará minimizar e, incluso, eliminar las tensiones y llevar a
cabo un proceso evaluativo pluridisciplinar y plurifuncional con
éxito (LAMARQUE, 1993).

5. Perspectivas y modelos en
evaluación

Si se establecen distintos grupos en función de los aspectos
que cada definición del concepto de evaluación contempla, nos
encontramos con un abanico de enfoques evaluativos, definidos
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por STECHER y DAVIS (1987) como conjuntos coherentes de ide-
as sobre lo que una evaluación debería conseguir (objetivos), así
como sobre la manera de hacerlo (procedimientos). Desde este
punto de vista, aunque todas las perspectivas tengan como fina-
lidad última la de aportar información significativa sobre un
programa o política pública, cada una de ellas interpreta de for-
ma desigual cuestiones como la recogida y análisis de los datos o
la comunicación de resultados.

Sin ánimo de ser exhaustivos, recogemos a continuación al-
gunos de los modelos ya formalizados y más ampliamente acep-
tados por la disciplina.

1) La evaluación por objetivos: constituye la forma clásica de
abordar el problema de la evaluación (VEDUNG, 1996;
BALLART, 1992). Su desarrollo como modelo, especial-
mente en el campo de la educación, corresponde a
Ralph Tyler que entendía que la manera lógica de plani-
ficar un programa consistía en identificar un conjunto
específico de fines y objetivos y organizar actividades
para alcanzarlos. Por tanto, desde esta perspectiva, la
cuestión fundamental radica en determinar los efectos
atribuibles a una política o intervención y examinar has-
ta qué punto sirve para la realización de ciertas metas
(BALLART, 1992). 
Asimismo, la evaluación clásica por objetivos: 1) otorga
más importancia al establecimiento de relaciones causa-
efecto que a la generalización de los resultados, 2) utiliza
los instrumentos de medición más precisos y confía fre-
cuentemente en los análisis estadísticos y 3) necesita de la

interacción evaluador-cliente para clarificar los objetivos
y dar sentido a los resultados (STECHER y DAVIS, 1987).
Así visto, pues, el proceso a seguir para llevar a cabo una
evaluación desde esta perspectiva parece sencillo y lineal.
De este modo, podemos afirmar que constaría de las si-
guientes etapas (ALVIRA, 1991): 1) especificación de me-
tas y objetivos del programa, 2) estricta delimitación de
estos objetivos de modo jerárquico en términos objetivos
y medibles, 3) selección o elaboración de los instrumen-
tos adecuados para medir las situaciones o condiciones
del programa en que se produce o no la consecución de
dichos objetivos, 4) recopilación de la información nece-
saria y 5) análisis comparativo de lo logrado.
En la práctica, sin embargo, y a pesar de tratarse de un
modelo cuya fortaleza radica en su gran interés en delinear
relaciones lógicas entre objetivos y actividades fundamen-
tales del programa, lo que parece simple puede encontrar
muchas complicaciones. Algunos de los inconvenientes
más importantes que se han formulado con respecto a este
enfoque son:
a) Los objetivos de las políticas y de los programas, de-

safortunadamente, acostumbran a ser generales, abs-
tractos y confusos debido a que el proceso de decisiones
políticas se apoya en acuerdos sobre aspectos muy gene-
rales (PATTON, 1997; BALLART, 1992). Aun en el caso
de ser concretos, pueden ser ambiguos y contener dos o
más significados simultáneamente (VEDUNG, 1996).

b) La multiplicidad de objetivos para una misma inter-
vención hace necesaria su ordenación y, por tanto, su
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Cuadro 1

Los actores de la evaluación

ACTORES DESCRIPCIÓN

Diseñadores y decisores del programa ......... Funcionarios políticos responsables de decidir sobre el inicio de un programa, su posible continuidad, discontinuidad, ex-
pansión o recorte.

Patrocinadores o promotores del programa . Organizaciones que ponen en marcha y financian el programa objeto de evaluación.
Patrocinadores de la evaluación................... Organizaciones que ponen en marcha y financian la evaluación del programa. 
Beneficiarios del programa o clientes .......... Individuos o colectividades (por ejemplo, hogares, empresas, organizaciones, municipios u otras unidades) que participan

directamente en el programa o que se ven afectados por los resultados de esa intervención.
Dirección del programa .............................. Individuos o grupos responsables de la dirección y coordinación del programa.
Personal del programa ................................ Personas de primera línea, funcionarios operativos responsables de la aplicación del programa y que se comunican directa-

mente con los destinatarios.
Evaluadores ................................................ Grupos o individuos responsables del diseño, realización y resultados de la evaluación.
Competidores del programa ....................... Personas, grupos o instancias administrativas o políticas que compiten con el programa a evaluar en relación a los recursos

disponibles.
Actores contextuales ................................... Organizaciones, grupos, individuos u otras unidades del entorno inmediato de una intervención.
Comunidad de evaluadores......................... Conjunto de técnicos y profesionales de la evaluación, sea de manera individual u organizada, que pueden expresar su opi-

nión sobre la evaluación realizada y sus defectos o cualidades.

Fuente: Elaboración propia.



previa valoración. Este hecho puede introducir dificul-
tades por razón de limitaciones materiales (por ejem-
plo, recursos insuficientes, falta de tiempo o datos in-
completos) y por las diferentes percepciones de los que
participan en el proceso. Además, se pueden encontrar
incompatibilidades entre dichos objetivos debido al ya
comentado proceso de negociación política.

c) Los objetivos considerados por este enfoque son fijos,
están predeterminados, mientras que el entorno, las
necesidades y las propias actividades del programa
suelen estar constantemente cambiando (PERRIN,
1998, PATTON, 1997).

e) La evaluación por objetivos no tiene en cuenta los
efectos o consecuencias inesperadas o no anticipadas
que, muchas veces, son más importantes que los pro-
pios fines de la intervención (PERRIN, 1998). 

Suele presentar problemas en lo que respecta a la utiliza-
ción de los resultados bien porque aquéllos no se presen-
ten a tiempo debido a las exigencias metodológicas y
temporales de la misma evaluación, bien porque dichos
resultados finales no respondan a las necesidades de las
personas que han de tomar las decisiones sobre los pro-
gramas o políticas evaluados (BALLART, 1992).
A pesar de haber constituido el paradigma predominante
en la evaluación de programas desde mediados de los se-
senta hasta nuestros días, las limitaciones expuestas sobre
la evaluación por objetivos han permitido el desarrollo de
otros modelos que exponemos a continuación.

2) La evaluación pluralista: ante todo, la evaluación pluralis-
ta representa el reconocimiento de la naturaleza política
de la evaluación. Ello supone que para los defensores de
esta corriente: 1) los valores y las opiniones de la plurali-
dad de actores que tienen que ver con el programa son
importantes, 2) la evaluación se realiza con el propósito
de influir en el proceso de toma de decisiones políticas y
3) la evaluación misma tiene un peso político y adopta
implícitamente una posición política (CHELIMSKY, 1997;
BALLART, 1992).
Desde esta perspectiva, la evaluación se entiende como la
puesta a disposición colectiva de una amplia variedad de
elementos de información que ayudan a los diversos acto-
res a tomar decisiones conjuntamente (MONNIER y SPEN-
LEHAUER, 1992). Su credibilidad ya no depende, como en
el modelo racionalista-científico expuesto con anteriori-
dad, del rigor de los instrumentos de medición de los efec-
tos utilizados, sino de la interacción entre los protagonistas
del proceso evaluativo. La negociación a la que dicha inter-
acción da lugar legitima la diversidad de intereses presen-
tes, reconoce la multiplicidad de perspectivas que estos in-
tereses implican y, de hecho, promueve la participación

activa de los diversos grupos que tienen relación con un
programa. En la medida en que permite una redistribu-
ción del poder decisional, el enfoque pluralista «democra-
tiza» la evaluación (WEISS, 1983).
Evidentemente, esta nueva lógica modifica el rol del eva-
luador. Si la evaluación por objetivos lo describía como un
«mentor» (STECHER y DAVIS, 1987), que trabajaba mano a
mano con los responsables del programa dada su reconoci-
da competencia técnica, la perspectiva pluralista lo consi-
dera como un mediador, cuya tarea principal consiste en
ayudar a clarificar a los participantes sus propias posiciones
garantizando, así, que se respeten todas las posturas y se
pueda alcanzar un acuerdo sobre criterios y prioridades
(BALLART, 1992; STECHER y DAVIS, 1987).
A pesar de que la evaluación pluralista permite hacer
frente a muchas de las objeciones analizadas para el mo-
delo clásico, también presenta algunas restricciones: 1) la
adopción del enfoque puede comprometer la calidad de
la investigación como consecuencia de una pobre estima-
ción de los efectos, 2) es necesaria una gran habilidad ne-
gociadora y una importante capacidad de gestión política
por parte del evaluador y 3) se requieren tiempo y recur-
sos suficientes (CABRERA, 1998).
Los principios en los que se fundamenta el enfoque plura-
lista han dado lugar a diferentes modelos de evaluación
que han ido surgiendo en los últimos años. Pese a recibir
distintas denominaciones, todos ellos comparten unas ca-
racterísticas generales que podemos sintetizar en los cuatro
puntos siguientes (BALLART, 1992): 1) la importancia de
considerar una pluralidad de valores en la evaluación de
cualquier programa, 2) una preocupación por la utiliza-
ción efectiva de los resultados de las evaluaciones por los
responsables directos de los programas, 3) la utilización de
metodologías cualitativas con el objeto de alcanzar un co-
nocimiento más profundo del programa y su contexto y 4)
la sustitución de métodos científicos que precisan un en-
torno estable y sin cambios por otros que se adapten a la
naturaleza dinámica y evolutiva de los programas.

6. Tipos de evaluación
Tendemos a hablar de la evaluación como si se tratara de un

todo. Sin embargo, esta palabra no debería utilizarse tan genéri-
camente, como si fuera una única actividad homogénea. Es ne-
cesario referirse a diferentes tipos de evaluación.

Al intentar clasificar las diferentes clases de evaluación de po-
líticas que se pueden llevar cabo, podemos examinar diversas ti-
pologías en función de los criterios considerados. Nosotros, y sin
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olvidar otras categorizaciones, nos referiremos a los aspectos del
programa que son objeto de evaluación; es decir, en función de
las cuestiones que la evaluación intente responder, distinguire-
mos entre un tipo u otro. Para realizar una exposición más orde-
nada de las diferentes clases de evaluación que son consecuencia
de la utilización de este criterio, nos guiaremos, también, por el
momento en que se lleva a cabo la evaluación. En realidad, pues,
estaremos utilizando dos pautas a la hora de hacer nuestra clasi-
ficación: la finalidad y el tiempo.

En este sentido, podemos establecer una triple distinción de
la evaluación en función del momento en el que se evalúa: 

1) La evaluación previa o ex ante: esta primera clase de eva-
luación se realiza antes de tomar la decisión de empren-
der un programa y, consecuentemente, tiene que ver con
la identificación del problema (la necesidad que será cu-
bierta), el diseño del programa y la planificación del mis-
mo. En realidad, de lo que se trata es de «diagnosticar»
las actividades de la evaluación (es decir, de los conceptos
y los procedimientos involucrados en la definición y es-
pecificación de los problemas públicos) con el objetivo
de reforzar tanto el diseño de las intervenciones como su
futura evaluación.
Para ALVIRA (1991), entre este tipo de evaluaciones se en-
cuentra la evaluación de necesidades (que tiene como ob-
jetivo conocer el alcance, volumen y características del
problema que la intervención quiere solucionar), la eva-
luación del diseño/conceptualización del programa de in-
tervención propiamente dicha (que se centra en la defini-
ción de la población que se beneficiará del programa, en
los posibles problemas de cobertura y en el conjunto de
actividades que conforman dicho programa, incluidos los
recursos que se utilizarán) y la evaluación de la evaluabili-
dad (es decir, la valoración de la capacidad de realizar la
evaluación posterior del proyecto).

2) La evaluación intermedia: el segundo tipo de evaluación
considerado permite llevar a cabo un seguimiento del
programa, suministrando información sobre su marcha.
En este sentido, tiene lugar durante el programa. Sus re-
sultados permiten adoptar dos tipos básicos de decisio-
nes: 1) determinar la continuidad del programa, puesto
que han podido producirse circunstancias que hayan mo-
dificado aspectos del mismo y 2) en el caso en que dicha
continuidad quede justificada, establecer si se mantiene
la formulación inicial o se redefinen los objetivos y metas
propuestas y los procedimientos operativos que se utili-
zan (AGUILAR y ANDER-EGG, 1992).
Se desprende de lo dicho que realizar este tipo de evalua-
ción determina, de alguna manera, el fracaso o el triunfo
de los programas aplicados ya que intenta explicar, con

todo grado de detalle, qué, en el programa, condiciona
los impactos (VEDUNG, 1996). 
Evaluar cómo está funcionando un programa supone rea-
lizar tres tipos de evaluaciones (ALVIRA, 1991):
a) En primer lugar, se encuentra la llamada evaluación

de la implantación que, en cierto modo, se solapa con
el análisis de la evaluabilidad comentado previamente
debido a que una buena parte de la información re-
querida por ambas clases de evaluación es común y la
metodología para recopilarla es prácticamente la mis-
ma. La evaluación de la implantación supone, pues,
valorar los instrumentos que son necesarios, según los
esquemas teóricos previamente fijados, para que el
programa sea implantado.
Los dos aspectos clave de este tipo de evaluación son:
1) La fijación de una muestra de momentos, de uni-
dades de análisis y de lugares para llevar a cabo la re-
cogida de información, de modo que ésta sea genera-
lizable y 2) la adecuada selección de los elementos que
constituyen y definen el programa, separando lo que
es esencial y definitorio de lo que es accesorio. Esto
último supone no sólo realizar un inventario de las
actividades y operaciones que el programa comprende
y llevar a cabo un estudio de las diferentes partes del
mismo (PATTON, 1997), sino determinar cuáles son
sus objetivos (y ordenarlos en el caso de que sean
múltiples), identificar a los distintos actores que están
implicados en el programa de una manera u otra, exa-
minar las infraestructuras de las que se dispone y lle-
var cabo un análisis de la estructura organizativa de la
entidad responsable de la política o programa, consi-
derando sus sistemas y procedimientos (TERMES

1999; CABRERA, 1998).
b) El segundo tipo de evaluación intermedia es la evalua-

ción de la cobertura. Consiste en analizar hasta qué
punto el programa llega a la población objeto del mis-
mo. En este sentido, no se trata sólo de mostrar hasta
qué punto se está produciendo la participación real de
los individuos a los que se desea beneficiar con la in-
tervención (es decir, de especificar el grado de cobertu-
ra propiamente dicho) sino, también, de examinar si
existe sesgo en la cobertura (es decir, en qué grado los
distintos subgrupos de la población objetivo partici-
pan diferentemente en las actividades del programa) y
de indicar la tasa de abandonos entre los participantes.
Por ello, es fundamental analizar, por lo menos, tres
cuestiones: 1) el conocimiento del programa por parte
de los posibles usuarios del mismo, 2) la accesibilidad
física y 3) la aceptación del mismo (accesibilidad psí-
quica o motivacional).
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c) Por último, hallamos la monitorización y seguimiento
del programa que hace referencia a la evaluación con-
tinuada de un programa, normalmente realizada des-
de dentro, con el objetivo esencial de gestionar y diri-
gir adecuadamente la intervención en cuestión.
Implica la definición de criterios operativos de logro
así como la construcción de indicadores que se apli-
can sistemáticamente mientras se desarrolla el progra-
ma (TAMAYO, 1997). Por ello, la monitorización exi-
ge: 1) un buen sistema de indicadores, 2) unos
soportes documentales donde se recoja la información
necesaria para elaborar dichos indicadores, 3) un sis-
tema de información informatizado y 4) una metodo-
logía adecuada de análisis periódico de la información
recogida.

3) La evaluación posterior o ex post: la evaluación que tiene
lugar una vez que el programa ha finalizado suele ser el
tipo de evaluación más utilizado y, durante muchos años,
ha sido la única actividad evaluativa reconocida como tal.
Podemos afirmar que la evaluación ex post tiene una tri-
ple finalidad: 1) valorar el logro de los resultados genera-
les (por esa razón, comúnmente, se la denomina evalua-
ción de resultados), 2) determinar en qué grado los
efectos, o no efectos, son atribuibles al programa o inter-
vención y 3) obtener enseñanzas y experiencias para otros
programas o proyectos futuros (ANDER-EGG, 1992; ALVI-
RA, 1991).
A efectos de este artículo, y aun siendo conscientes de que
dejamos un importante número de elementos sin exami-
nar, nos interesa analizar los criterios a partir de los cuales
se puede realizar una evaluación de estas características.
Efectivamente, a la hora de obtener información sobre los
resultados de la política, los analistas pueden utilizar dife-
rentes criterios. La mayoría ha utilizado los de eficacia y
eficiencia, prácticamente, como sinónimos de evaluación
posterior. Sin embargo, hay otras pautas a considerar que
pueden, asimismo, arrojar importantes conclusiones sobre
la intervención pública. Así, vamos a referirnos a:
a) La evaluación de la eficacia: se preocupa de en qué me-

dida se han alcanzado los objetivos del programa, inde-
pendientemente de los medios o recursos utilizados
(TERMES, 1999) y, por tanto, determina si los efectos de
la intervención sobre el colectivo al que iba dirigida se
pueden atribuir unívocamente a la intervención realiza-
da. Muchos autores no distinguen entre esta modalidad
y la evaluación de impacto quizá porque la metodología
entre ambos tipos de evaluación es muy similar. Con
respecto a esta cuestión, podemos establecer que la pri-
mera tiene en cuenta, únicamente, a los
beneficiarios/usuarios directos, mientras que la segunda

analiza los efectos del programa sobre el conjunto de la
población. Otros aspectos diferenciadores hacen que la
evaluación de impacto sea más completa porque: 1) va-
lora los resultados tanto positivos como negativos (lo
que el programa ha conseguido y lo que el programa no
ha conseguido), 2) considera tanto lo que estaba previs-
to como lo que no estaba previsto y 3) recoge las conse-
cuencias de la intervención a largo plazo (AGUILAR y
ANDER-EGG, 1992).
A pesar de ser uno de los tipos de evaluación por exce-
lencia, consideramos adecuado hacer una serie de ma-
tizaciones con respecto a este tipo de investigación
evaluativa:
• Uno de los problemas con que suelen encontrarse

los evaluadores es la ambigüedad con la que los ob-
jetivos están definidos. Para poder realizar una eva-
luación de la eficacia, es necesario que dichos obje-
tivos permitan realizar una descripción de los
resultados específicos que, de conseguirse, permiti-
rían afirmar que el programa ha sido un éxito
(TERMES, 1999; BALLART, 1992).

• El fundamento de una evaluación de la eficacia es
estimar los efectos «netos» de la intervención. En
este sentido, los efectos brutos hacen referencia a
todos los cambios que se observan cuando se lleva a
cabo el análisis del programa, mientras que los efec-
tos netos son los resultados que pueden ser razona-
blemente atribuidos a la intervención en cuestión.
Lo que en términos simbólicos queda muy claro,
en la práctica introduce dificultades dado, sobre
todo, lo complicado que resulta separar los aconte-
cimientos relacionados con el programa de los que
no lo están (ROSSI y FREEMAN, 1993).

• La medida del impacto de una política pública in-
cluye tanto efectos tangibles como simbólicos
(DYE, 1995). Los primeros están relacionados con
lo que realmente hace la entidad pública (asfaltar
las calles, construir un Palacio de Congresos, sub-
vencionar una residencia para la tercera edad o me-
jorar la red de transporte urbano, por poner algu-
nos ejemplos). Los segundos tienen que ver con las
percepciones y actitudes que los individuos tienen
de y hacia la acción gubernamental. Y es que, para
gobernar la realidad, no basta con hacer un buen
trabajo sino que los beneficiarios de las acciones
públicas tienen que percatarse de la excelencia de
dicho trabajo (ORTIGUEIRA BOUZADA y ORTIGUEI-
RA SÁNCHEZ, 1998). No es suficiente ofrecer cali-
dad sino que los ciudadanos tienen que percibir di-
cha calidad. Por tanto, es necesario llevar a cabo
evaluaciones de la satisfacción de los usuarios si se
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quiere obtener una medida completa de la eficacia
de un programa.

b) La evaluación de la eficiencia: cuando se utiliza el tér-
mino eficiencia, con él se hace referencia a la relación
existente entre los recursos o inputs de cualquier clase
empleados en la realización de una actividad (recursos
humanos, materiales o financieros, por ejemplo) y los
resultados obtenidos u outputs. Valorar el nivel de efi-
ciencia, consecuentemente, tiene como objetivo co-
nocer el grado de optimización de los medios emplea-
dos en relación a los objetivos propuestos (TERMES,
1999). En el campo que nos ocupa, la evaluación de
la eficiencia es, básicamente, una evaluación de la ren-
tabilidad económica del programa; es decir, una eva-
luación centrada en el coste de la intervención en re-
lación a los resultados que ésta consigue.
En los últimos años, las instituciones públicas han ido
tomando conciencia de la importancia de llevar a cabo
evaluaciones de la eficiencia por tres razones fundamen-
tales (AGUILAR y ANDER-EGG, 1992): 1) la escasez de
recursos, 2) la existencia de necesidades múltiples y 3) la
posibilidad de utilización alternativa de dichos recursos.
Sin embargo, ello no es tan fácil porque 1) no es senci-
llo disponer de los datos que se necesitan, 2) los proce-
dimientos técnicos requeridos por el programa puede
que exijan una metodología sofisticada no disponible, o
quizá innecesaria dado su mínimo impacto en la inter-
vención, 3) pueden surgir controversias políticas o mo-
rales como consecuencia de considerar medidas econó-
micas de recursos o impactos, lo que puede minar la
relevancia y la utilidad potencial de la evaluación y 4)
expresar los resultados en términos de eficiencia puede
suponer tener en cuenta las diferentes perspectivas y va-
lores sobre costes e impactos que tienen los diversos ac-
tores de la evaluación (patrocinadores, responsables,
destinatarios y evaluadores del programa).
Existen tres tipos de evaluación económica: 
• Análisis coste-beneficio: este método compara los

beneficios (tangibles e intangibles) y los costes (direc-
tos e indirectos) de un programa, ambos expresados
en medidas monetarias, desde una perspectiva social
(BATTIATO, 1993). Su objetivo fundamental es maxi-
mizar la rentabilidad de la intervención publica (es
decir, el bienestar social) e incrementar, consecuente-
mente, la disponibilidad financiera para otros pro-
gramas y proyectos de interés (HARLOW y WINDSOR,
1988). Un análisis coste-beneficio ex post sólo se pue-
de llevar a cabo si cumple una serie de requisitos, a
saber (ROSSI y FREEMAN): 1) el programa dispone de
fondos independientes de modo que sus costes pue-
den separarse de otras actividades, 2) el programa ha

superado su fase de desarrollo, lo que permite detec-
tar efectos «netos» significativos, 3) se conoce, o se
puede estimar válidamente, la repercusión de la in-
tervención y la magnitud de la misma, 4) los benefi-
cios se pueden expresar en términos monetarios y 5)
los responsables de la toma de decisiones están consi-
derando programas alternativos en vez de, única-
mente, preocuparse por la continuación de la inter-
vención evaluada.

• Análisis coste-eficacia: este segundo procedimiento
para evaluar la eficiencia, también denominado aná-
lisis coste-efectividad, se diferencia del anterior en
que no precisa que los costes y los beneficios estén
expresados en la misma unidad de medida (AGUI-
LAR y ANDER-EGG, 1992). El principal inconve-
niente de esta técnica radica en que sólo se puede
comparar la eficacia relativa de diferentes programas
cuando sus metas y la medida de sus resultados son
similares (ROSSI y FREEMAN, 1993). 

• Análisis coste-utilidad: el último tipo de evaluación
económica, y el más difícil de llevar a cabo, compara
y valora la relación existente entre los costes, expresa-
dos en unidades monetarias, y los resultados, enten-
didos éstos como las utilidades percibidas por el in-
dividuo de forma subjetiva (AGUILAR y ANDER-EGG,
1992). Su principal ventaja es que permite la compa-
ración entre diferentes alternativas de intervención,
desde el punto de vista del valor que las personas
afectadas le otorgan a los objetivos que se persiguen.
Aun así, también presenta una seria limitación: se
trata de un método que sólo es viable en el caso de
que existan varias alternativas de elección.

Las tres técnicas que acabamos de exponer tienen en
común que proporcionan enfoques sistemáticos a la
hora de realizar análisis de asignación de recursos y
que animan al evaluador a tener en cuenta los costes
del programa, una práctica que ha sido frecuentemen-
te olvidada (WEISS, 1998: ROSSI y FREEMAN, 1993).
Aunque las hemos considerado dentro del apartado
dedicado a las evaluaciones ex post, por ser al final de
los programas, cuando más implantación tienen, estos
procedimientos también se pueden aplicar de manera
prospectiva o, incluso, en un momento determinado
durante la ejecución del proyecto.

c) La evaluación de la equidad: normalmente, cuando se de-
clara que un resultado determinado, consecuencia de una
intervención pública, ha supuesto una mejora social, no
se tiene en cuenta quién, entre la colectividad objetivo del
programa, ha experimentado un progreso (WILLIAMS,
1993). Los cambios en el bienestar individual son valora-
dos, únicamente, por cada sujeto en función de sus pro-
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pios criterios y de la situación personal de la que partía.
Desde este punto de vista, tener en cuenta el principio de
equidad en una evaluación de resultados implica determi-
nar hasta qué punto la distribución del coste y/o los bene-
ficios del programa entre diferentes grupos pertenecientes
a la población beneficiaria es consistente con algún crite-
rio estándar defendible (CABRERA, 1998; DUNN, 1994).
Llevar a cabo una evaluación de la equidad, pues, significa
determinar la contribución de la política o programa al
bienestar social midiendo el beneficio neto en términos
de su distribución (BATTIATO, 1993).
La equidad está muy relacionada con los conceptos de
justicia e imparcialidad y, a menudo, da lugar a con-
flictos éticos cuando se trata de escoger la pauta más
adecuada para distribuir los recursos entre los miem-
bros de una sociedad.
Desde un punto de vista pragmático, para llevar a la
práctica la evaluación de la equidad de una política o
programa público, es necesario considerar, al menos,
cuatro aspectos (CABRERA, 1998): 1) la equidad de los
inputs (que se consigue al igualar el montante de los re-
cursos dedicados a un área de un tópico particular a
través de una unidad de análisis determinada) y la equi-
dad de los outputs (es decir, la igualdad de condiciones
después de la recepción de un servicio público), 2) el
establecimiento de la unidad de análisis (el territorio, la
renta o la población, por ejemplo), 3) la presencia de
conflicto entre los objetivos del programa y 4) el riesgo
que supone analizar parcialmente el problema.

d) La evaluación de la sensibilidad: la sensibilidad (res-
ponsiveness) se refiere al grado en que la política públi-
ca satisface las necesidades, preferencias o valores de
grupos determinados. Se trata de un tipo de evalua-
ción fundamental porque tiene en cuenta el punto de
vista del beneficiario. Complementa los enfoques an-
teriores y, en ese sentido, se pregunta si las evaluacio-
nes a partir de los criterios de eficacia, eficiencia y
equidad reflejan apropiadamente dichas necesidades,
preferencias o valores (DUNN, 1994).
A pesar de su gran parecido debido, sobre todo, a una
metodología común de obtención de datos, no hay
que confundir la evaluación de la sensibilidad con la
evaluación de la satisfacción de los usuarios a la que
nos hemos referido con anterioridad. Una interven-
ción puede haber sido sensible pero, sin embargo, no
haber sido percibida como tal por los beneficiarios. El
caso contrario también podría ser cierto.

e) La evaluación de la pertinencia: también denominada
adequacy evaluation, este quinto criterio se define
como la valoración de la adecuación de los resultados
y los objetivos de la intervención al contexto en el que

se realiza. En otras palabras, la pertinencia es básica-
mente una cuestión de utilidad que permite situar el
programa concreto en un marco mucho más global:
en relación a la política de la que forma parte, en rela-
ción a otros programas e iniciativas públicas y en rela-
ción a los elementos de programa considerados (es de-
cir, a las acciones o actividades implicadas en un
programa) (UD-NORAD, 1997).
En definitiva, la pertinencia se preocupa de si la razón
de ser de un programa está de acuerdo con las priori-
dades de la comunidad local al que va dirigido y de la
sociedad en cuestión.

f ) La evaluación de la sostenibilidad: este concepto se
asocia a las perspectivas de duración y persistencia de
los resultados de la actuación pública, una vez que
ésta ha finalizado, a través del tiempo (AECA, 1999;
TERMES, 1999). De hecho, la evaluación de la soste-
nibilidad es la «prueba final» del éxito de un progra-
ma porque valora si sus beneficios permanecen a pe-
sar de que se puedan producir cambios técnicos o del
entorno. Este último criterio da lugar, así, a una pers-
pectiva a largo plazo en íntima relación con el de-
sarrollo endógeno de la unidad territorial (municipio,
Comunidad Autónoma o Estado, por ejemplo) don-
de se ha producido la intervención.
La evaluación de la sostenibilidad no debe confundir-
se con los resultados y con las medidas de impacto.
Así, algunos de los aspectos a tener en cuenta cuando
se lleva a cabo una valoración de este tipo son: la ca-
pacidad para generar el flujo de outputs, los beneficios
que generan los outputs a corto y largo plazo, los cam-
bios cualitativos del nivel de vida producidos por el
programa implantado y la seguridad de mantener la
distribución equitativa de los resultados durante un
largo período de tiempo.
Cabe concluir que, evidentemente, la viabilidad sólo
puede ser verificada con posterioridad a la finalización
del programa y, por esta razón, constituye uno de los
temas centrales de las evaluaciones ex post.

7. Reflexiones finales

Tal y como anunciábamos en la introducción de este texto,
ha sido nuestra intención establecer un método de sistematiza-
ción de la evaluación de programas y políticas públicas que enri-
quezca el debate sobre las formas de llevar a cabo una acción de
estas características e implicaciones. Para ello, hemos analizado
el significado de dicha noción y sus objetivos así como los distin-
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tos grupos de actores que pueden estar involucrados en una in-
vestigación evaluativa. Introducir este concepto nos ha permiti-
do, en una sección posterior, referirnos a los diferentes enfoques
evaluativos, destacando sus ventajas e inconvenientes y, final-
mente, presentar una importante tipología de evaluación.

La sistematización realizada en el presente artículo pretende
servir como una aproximación previa a la elaboración de una
metodología útil de evaluación de programas y políticas públi-
cas. Este carácter exploratorio da lugar a que la propuesta aquí
realizada sea, lógicamente, incompleta. Son muchos los aspec-
tos que no han podido ser abordados, no sólo en cuanto al de-
talle de las cuestiones analizadas sino, también, por lo que se re-

fiere a elementos que ni siquiera han sido mencionados. Así,
una metodología consolidada debería presentar, por ejemplo,
las nuevas tendencias en evaluación u otras clasificaciones según
diferentes criterios o materias relacionadas con la evaluación de
resultados tales como la validez o los diseños de investigación
existentes.

No obstante, creemos que hemos proporcionado suficientes
elementos para delimitar el término evaluación y establecer, así,
las bases de una debate en aras de la consolidación de una disci-
plina cuya actuación viene justificada por la necesidad de satisfa-
cer las necesidades ciudadanas a partir de un modelo de calidad
y eficacia.

Notas

* Analista senior del Instituto Internacional de Gobernabilidad.
1 El análisis de políticas públicas comprende cuatro grandes fases que están en ínti-

ma vinculación: 1) definición del problema, 2) toma de la decisión, 3) puesta en
práctica o implantación de la decisión y 4) evaluación.
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